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DERECHO DE PETICIÓN  / DEBER DE DAR RESPUESTA OPORTUNA, CLARA, COMPLETA, DE FONDO Y CONGRUENTE. [R]evisada la respuesta brindada por la entidad accionada se observa que la misma no cumple con los requisitos del derecho fundamental de petición, ni tampoco con los requerimientos de la Ley 1755 de 2015, habida cuenta que  se limitó a contestarle al  titular de los derechos que para  la expedición de la historia laboral válida para prestaciones económicas debía precisar a qué caja de previsión, funcionario solicitante y dirección de correspondencia con el fin de emitir dicho reporte directamente a la entidad prestacional (folio 7), lo que significa que la información brindada por Colpensiones resulta escueta y no resuelve de fondo, ni de manera pertinente lo solicitado, ya que al señor Torres Gutiérrez no le fueron expuestas las razones por las cuales se considera que los documentos por él requeridos tienen carácter de reserva y mucho menos la normativa en la que se fundamenta tal negativa. En este sentido, observa este Tribunal que las solicitudes fueron realizadas por el titular de los mismos, el señor Alberto Torres Gutiérrez, quien es el interesado en obtener la historia laboral con detalle de los aportes y variaciones de salarios y certificado de los períodos o ciclos de cotización en mora y su liquidación, por lo que la negativa de Colpensiones a expedírselos en los términos como los requirió, vulnera sus derechos fundamentales de petición e información. Por lo tanto, se revocará la sentencia de primer grado.
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SALA DE DECISIÓN PENAL

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, diecisiete (17) de julio de dos mil diecisiete (2017)
Aprobado por Acta No.0687
Hora: 9:0 a.m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por el abogado Carlos Arturo Merchán Forero, apoderado judicial del señor Alberto Torres Gutiérrez frente al fallo emitido el 1º  de junio de 2017 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la tutela presentada en contra de COLPENSIONES.

2. RESUMEN DE LOS HECHOS 
2.1.  El señor Alberto Torres Gutiérrez solicitó el 7 de febrero de 2017 a COLPENSIONES una copia de su historia laboral con el con el detalle de los aportes y la variación de salarios; así mismo, que le certificaran los períodos o ciclos de cotización en mora y su liquidación.

Afirmó que Colpensiones mediante oficio BZ2017_1307886 del 13 de febrero de 2017, remitió al actor a la página de la entidad para consultar su historia laboral, sin atender de fondo la solicitud realizada.   Por lo tanto,  el 4 de abril de 2017 el señor Torres Gutiérrez nuevamente solicitó los documentos antes relacionados, recibiendo una negativa por parte de la entidad accionada a través del oficio BS2017_347482-3506720 del 26 de abril de 2017 donde le indicaron que esa información sólo pueda ser brindada a entidades de derecho público del orden nacional, territorial, descentralizado territorialmente o por servicios.
Agregó que el señor Alberto Torres Gutiérrez cuenta con 62 años de edad, que no es pensionado y requiere la información con el propósito de adelantar los trámites tendientes al reconocimiento de su pensión de vejez, por  lo consideró que el actuar de Colpensiones vulnera no sólo el derecho fundamental de petición, sino del debido proceso. 
Por lo tanto, el abogado del accionante solicitó se ordenara a COLPENSIONES resolver de fondo y de manera definitiva la petición radicada el 7 de febrero de 2017 y reiterada el 4 de abril del mismo año. (Fls. 1-5).
2.2. Adjuntó con el original del poder para actuar, copia de los siguientes  oficios emitidos por Colpensiones dando respuesta al accionante: i) BZ2017_347482-3506720 del 26 de abril de 2017; ii) BZ2017_3474482-0887427 del 4 de abril de 2017; iii)  BZ2017_1307886 del 13 de febrero de 2017 y iv) BZ2017_1307886-0338444 del 7 de febrero de 2017 junto con el escrito que contiene la petición del señor Torres Gutiérrez (Fls. 6-15).
2.3. Colpensiones allegó con respuesta a la demanda de tutela el 5 de junio de 2017, luego de proferida la sentencia de primera instancia.  En tal virtud, no se hará referencia a la misma, por ser extemporánea (Fls. 21-30).

3. DECISIÓN DE PRIMERA INSTANCIA

Mediante sentencia del 1º de junio de 2017 el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, resolvió declarar improcedente la acción de tutela incoada por el señor Alberto Torres Gutiérrez a través de apoderado judicial, por cuanto consideró que en este caso, frente a la solicitud de documentos ante la administración se alegó reserva, para lo cual el actor tiene a su alcance el mecanismo del recurso de insistencia (Fls. 18 y 19)
El apoderado del señor Torres Gutiérrez fue notificado al correo electrónico proteccionlegal2010@hotmail.com el 6 de junio de 2017 (Fl. 31).
4. SINOPSIS DE LA IMPUGNACIÓN

Dentro del término para presentar la impugnación de primera instancia, el 8 de junio de 2017, el abogado del señor Alberto Torres Gutiérrez radicó un escrito en el que manifestó su disentir ante la consideración del juez de primera instancia, al considerar absurdo que se impongan restricciones al derecho de petición aduciendo reserva a una información solicitada por el mismo titular es absurdo, pues no puede la entidad negarse a entregar los documentos requerido y mucho menos ser patrocinada por parte de la jurisdicción.

Indicó que el artículo 24 del CPACA señala que la información podrá ser solicitada por el titular de la misma, sus apoderados o personas autorizadas, por lo tanto afirmó que no tendría por qué el actor mencionar a una entidad para que le sea expedida la documentación requerida.

Agregó que con su actuar, la entidad afecta los derechos fundamentales de petición y debido proceso a su mandante y de paso atenta contra los principios superiores como la vejez en condiciones de  dignidad y la seguridad social al imponer obstáculos para la obtención de documentos necesarios para solicitar el reconocimiento de la pensión de vejez (Fls. 32-37).
5. CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N.

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto 

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión adoptada en primera instancia se hizo observando los parámetros legales y constitucionales o si hay lugar a revocarla  tal como lo solicitó el impugnante. 

5.3.  La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en su artículo 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.
5.4. Sea  lo primero indicar que la Corte Constitucional ha identificado seis causales  específicas de  improcedencia de la tutela, que son las siguientes:

i) Existencia de otro medio de defensa judicial.

ii) Existencia del Habeas Corpus.

iii) Protección de derechos colectivos.

iv) Casos de daño consumado.

v) Tutela frente a actos de carácter general, impersonal y  abstracto.

vi) A su vez se han considerado como causales de improcedencia de la tutela, el incumplimiento del principio de inmediatez
;  la  tutela contra sentencias de tutela
 y la tutela temeraria
.

5.5 La acción de amparo se encuentra regida por el principio de subsidiariedad, ya que no se puede acudir a la tutela para suplantar los medios judiciales existentes
, lo cual  obliga al juez a verificar si el medio ordinario resulta idóneo y eficaz para proteger las garantías del actor, con el fin de establecer la procedencia de la tutela.
 De acuerdo con este requisito, la acción de tutela solo será procedente cuando: “(i) no exista en el ordenamiento jurídico un mecanismo judicial, o (ii) existiendo sea ineficaz y/o (iii) inidóneo. En todo caso, (iv) será procedente de manera transitoria cuando se constate la existencia de un perjuicio irremediable”.
5.6 Con respecto al derecho fundamental consagrado en el artículo 23 de la norma superior comprende la posibilidad de presentar peticiones respetuosas ante las autoridades, facultad que está garantizada con la obligación que a éstas les asiste de dar trámite a la solicitud, sin que exista argumento alguno para negar su admisión o iniciar los trámites necesarios para dar la respuesta, la cual debe ser oportuna y emitida dentro de los términos legales establecidos en el ordenamiento jurídico. La petición debe ser resuelta de fondo, refiriéndose de manera concreta a los asuntos planteados y comunicando prontamente lo decidido, independientemente de que la respuesta sea favorable o adversa a los intereses del peticionario. Frente a los derechos que le asisten a los particulares cuanto presentan peticiones, el artículo 13 de la Ley 1755 de 2015 señala lo siguiente: “Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma. (…)”

A su vez, el artículo 14º de dicha normatividad, reza: 

“Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones: 1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.    2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción. (…)”

5.6.1. De acuerdo a lo anterior es necesario recalcar lo que en la Sentencia T-146 de 2012
, se reiteró lo establecido por la Corte Constitucional en la Sentencia T-377 de 2000, con respecto al derecho de petición, lo siguiente:

“a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. Además, porque mediante él se garantizan otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión. 
b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el sentido de lo decidido. 
c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del derecho constitucional fundamental de petición. 
d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita.
e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.
f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo reglamente.
g) En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el término que tiene la administración para resolver las peticiones formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado las decisiones de los jueces de instancia que ordenan responder dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes.
h) La figura del silencio administrativo no libera a la administración de la obligación de resolver oportunamente la petición, pues su objeto es distinto. El silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición.

i) El derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa, por ser ésta una expresión más del derecho consagrado en el artículo 23 de la Carta. Sentencias T-294 de 1997 y T-457 de 1994.

En consecuencia, ha entendido la jurisprudencia de la Corte que, se vulnera el derecho fundamental de petición al omitir dar resolución pronta y oportuna de la cuestión. Esto ocurre cuando se presenta una de dos circunstancias: “(i) que al accionante no se le permita presentar petición, o (ii) que exista presentación de una solicitud por parte del accionante. En este sentido, la vulneración del derecho de petición se presentará o bien por la negativa de un agente de recibir la respectiva petición o frustrar su presentación – circunstancia (i)-; o bien que habiendo presentado una petición respetuosa no ha obtenido respuesta, o que la solicitud presentada no fue atendida debidamente –circunstancia (ii).”

En lo que tiene que ver con la segunda circunstancia, referente a la falta de respuesta por parte de la entidad, la jurisprudencia constitucional, ha establecido que el derecho de petición supone un resultado, que se manifiesta en la obtención de la pronta resolución de la petición.

Sin embargo, se debe aclarar que , el derecho de petición no implica una prerrogativa en virtud de la cual, el agente que recibe la petición se vea  obligado a definir favorablemente las pretensiones del solicitante, razón por la cual no se debe entender conculcado este derecho cuando la autoridad responde oportunamente al peticionario, aunque la respuesta sea negativa”.
5.7. En la Sentencia SU-975 de 2003, con ponencia del Magistrado Manuel José Cepeda Espinosa, referenciada de manera permanente por la misma Corte Constitucional en su jurisprudencia, se precisaron los plazos con que cuenta la autoridad pública para dar respuesta a peticiones elevadas en relación con derechos pensionales, cuya inobservancia conduce a la vulneración del derecho fundamental de petición:

 “(i) 15 días hábiles para todas las solicitudes en materia pensional –incluidas las de reajuste– en cualquiera de las siguientes hipótesis: a) que el interesado haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del trámite administrativo.

(ii) 4 meses calendario para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia pensional, contados a partir de la presentación de la petición, con fundamento en la aplicación analógica del artículo 19 del Decreto 656 de 1994 a los casos de peticiones elevadas a Cajanal;

(iii) 6 meses para adoptar todas las medidas necesarias tendientes al reconocimiento y pago efectivo de las mesadas pensionales, ello a partir de la vigencia de la Ley 700 de 2001.”

5.8.  SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO
5.8.1. En el caso sub examine,  el señor Alberto Torres Gutiérrez mediante apoderado, acudió al juez constitucional luego de presentar a Colpensiones varias solicitudes de expedición de documentos, concretamente la copia de la historia laboral con el detalle de los aportes y la variación de salarios, así como el certificado de los períodos o ciclos de cotización con el objetivo de completar la documentación necesaria para iniciar el trámite de obtención de la pensión de vejez.  Al respecto la entidad respondió, a través del comunicado NºBZ2017_3474482_3506720 del 4 de abril de 2017 (folio 7), lo siguiente:

“…en atención a su solicitud efectuada mediante el oficio de la referencia, atentamente nos permitimos informar que enviamos copia de la Historia Laboral, sin embargo en relación con la expedición de la historia laboral válida para prestaciones económicas, las cuales son expedidas con destino a una caja de previsión, es preciso nos indique a qué caja de previsión, funcionario solicitante y dirección de correspondencia, esto con el fin de emitir dicho reporte directamente a la entidad prestacional. (…)”  (Subrayas fuera del texto original).
5.8.2. Ahora bien, con respecto a la reserva legal el artículo 24 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (Ley 1755 de 2015) señala lo siguiente: 

“Artículo  24. Informaciones y documentos reservados. Solo tendrán carácter reservado las informaciones y documentos expresamente sometidos a reserva por la Constitución Política o la ley, y en especial:
 
1. Los relacionados con la defensa o seguridad nacionales.
 
2. Las instrucciones en materia diplomática o sobre negociaciones reservadas.
 
3. Los que involucren derechos a la privacidad e intimidad de las personas, incluidas en las hojas de vida, la historia laboral y los expedientes pensionales y demás registros de personal que obren en los archivos de las instituciones públicas o privadas, así como la historia clínica.
 
4. Los relativos a las condiciones financieras de las operaciones de crédito público y tesorería que realice la nación, así como a los estudios técnicos de valoración de los activos de la nación. Estos documentos e informaciones estarán sometidos a reserva por un término de seis (6) meses contados a partir de la realización de la respectiva operación.
 
5. Los datos referentes a la información financiera y comercial, en los términos de la Ley Estatutaria 1266 de 2008.
 
6. Los protegidos por el secreto comercial o industrial, así como los planes estratégicos de las empresas públicas de servicios públicos.
 
7. Los amparados por el secreto profesional.
 
8. Los datos genéticos humanos.
 
Parágrafo. Para efecto de la solicitud de información de carácter reservado, enunciada en los numerales 3, 5, 6 y 7 solo podrá ser solicitada por el titular de la información, por sus apoderados o por personas autorizadas con facultad expresa para acceder a esa información.  (Subrayas propias)
5.8.3. Igualmente, es importante resaltar que el artículo 25 de la Ley 1755 del 30 de junio de 2015 dispone que la decisión de rechazo de peticiones de información por razón de su reserva, debe estar motivada por la entidad que niega tal solicitud, indicando las disposiciones legales que impiden la entrega de los documentos solicitado por el peticionario, así: 
“Artículo 25. Rechazo de las peticiones de información por motivo de reserva. Toda decisión que rechace la petición de informaciones o documentos será motivada, indicará en forma precisa las disposiciones legales que impiden la entrega de información o documentos pertinentes y deberá notificarse al peticionario. Contra la decisión que rechace la petición de informaciones o documentos por motivos de reserva legal, no procede recurso alguno, salvo lo previsto en el artículo siguiente.  La restricción por reserva legal no se extenderá a otras piezas del respectivo expediente o actuación que no estén cubiertas por ella.”

5.8.4. Respecto a los datos que constan en las historias laborales, expedientes pensionales y demás registros personales podrán ser solicitados por el titular de la información, tal como lo mencionó la Corte Constitucional en la Sentencia C-1011 de 2008:

 Los datos semiprivados corresponde a aquellos que no tienen naturaleza íntima, reservada, ni pública y que, por ende, su conocimiento puede interesar no solo a su titular sino a cierto sector o grupo de personas o a la sociedad en general.  Ejemplo de esta categoría es el dato financiero y crediticio de actividad comercial o de servicios, el que, como se ha indicado insistentemente en esta decisión, es el objeto de regulación del Proyecto de Ley.   Por último, el dato privado es aquel que por su naturaleza íntima o reservada sólo es relevante para el titular. (Subrayas nuestras).
5.8.5. Aunado lo anterior, en el Concepto 1150840 expedido el 13 de diciembre de 2012 por el Vicepresidente Jurídico y Secretario General de Colpensiones, se concluyó lo siguiente:

“1) La regla general es que toda información que repose en Colpensiones es pública. 

2) Dada la naturaleza jurídica de Colpensiones, y su labor misional, la siguiente información tiene el carácter de reservada y, por tanto, no es posible su suministro: 

( Toda información relativa a hojas de vida, la historia laboral, expedientes pensionales, datos financieros y demás registros de personal salvo que sean solicitados por los propios interesados, sus causahabientes o por sus apoderados con facultad expresa para acceder a esa información.

 ( Bases de datos de la nómina de pensionados y autoliquidación de aportes, por tanto, es de uso exclusivo de la entidad y su entrega sólo procede a través de orden judicial. 

( Actos, información y documentos estratégicos, de junta directiva, de gobierno y del giro del negocio (Secreto comercial e industrial), por tanto, es de uso exclusivo de la entidad y su entrega sólo procede a través de orden judicial. 

( Actos y documentos proferidos en la investigación disciplinaria (Art. 95 Ley 734 de 2002 – Código Disciplinario Único). 

3) La información y documentación de carácter no reservado de Colpensiones es aquella relativa a la operación administrativa, tales como reglamentos, circulares e instructivos y aquella que se encuentre catalogada como no sensible por la entidad y, por tanto, su publicación es viable de conformidad con la política que se establecida para el efecto.  
(Subrayas propias)
5.8.6. Así las cosas, revisada la respuesta brindada por la entidad accionada se observa que la misma no cumple con los requisitos del derecho fundamental de petición, ni tampoco con los requerimientos de la Ley 1755 de 2015, habida cuenta que  se limitó a contestarle al  titular de los derechos que para  la expedición de la historia laboral válida para prestaciones económicas debía precisar a qué caja de previsión, funcionario solicitante y dirección de correspondencia con el fin de emitir dicho reporte directamente a la entidad prestacional (folio 7), lo que significa que la información brindada por Colpensiones resulta escueta y no resuelve de fondo, ni de manera pertinente lo solicitado, ya que al señor Torres Gutiérrez no le fueron expuestas las razones por las cuales se considera que los documentos por él requeridos tienen carácter de reserva y mucho menos la normativa en la que se fundamenta tal negativa. 

5.8.7. En este sentido, observa este Tribunal que las solicitudes fueron realizadas por el titular de los mismos, el señor Alberto Torres Gutiérrez, quien es el interesado en obtener la historia laboral con detalle de los aportes y variaciones de salarios y certificado de los períodos o ciclos de cotización en mora y su liquidación, por lo que la negativa de Colpensiones a expedírselos en los términos como los requirió, vulnera sus derechos fundamentales de petición e información. Por lo tanto, se revocará la sentencia de primer grado. 
5.8.8. Consecuente con lo expuesto precedentemente, se amparará el derecho de petición del accionante y se ordenará a la Gerencia de Administración de Información
 de la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, que en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación resuelva de fondo y de manera congruente al señor Alberto Torres Gutiérrez la petición del 7 de febrero de 2017 y reiterada el 4 de abril de 2017 en las que solicitó a esa entidad una copia de su historia laboral con el  detalle de los aportes y la variación de salarios; así mismo, que le certificaran los períodos o ciclos de cotización en mora y su liquidación. 
DECISIÓN
Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

RESUELVE

PRIMERO: REVOCAR  la sentencia proferida el 1 de junio de 2017 por el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, Risaralda, dentro de la acción de tutela y en su lugar, se tutelarán los derechos fundamentales de petición e información al señor Alberto Torres Gutiérrez.
SEGUNDO: ORDENAR a la Gerencia de Administración de Información de la Administradora Colombiana de Pensiones, Colpensiones, que en el improrrogable término de cuarenta y ocho (48) horas, siguientes a la notificación de esta sentencia, resuelva de fondo y de manera congruente al señor Alberto Torres Gutiérrez la petición del 7 de febrero de 2017 y reiterada el 4 de abril de 2017 en las que solicitó a esa entidad una copia de su historia laboral con el  detalle de los aportes y la variación de salarios; así mismo, que le certificaran los períodos o ciclos de cotización en mora y su liquidación. 
TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario

� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-1.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-2.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-3.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-4.


� Decreto 2591 de 1991, artículo 6-5.


� Sentencia T - 903 de 2008 entre otras.


� Sentencia T - 1219 de 2001


� Decreto 2591 de 1991, artículo 38. Sentencia T-407 de 2005 entre otras.


� Sentencia T-409 de 2008 


� Sentencia T-011 de 1997 entre otras.


� M.P. Dr. Jorge Pretelt Chaljub 





� Según lo dispuesto en el Acuerdo 108 de 2017 “Por el cual se modifica la estructura interna de la Administradora  Colombiana de Pensiones COLPENSIONES” expedido por la Junta Directiva de esa entidad, en los numerales 4.1.1.1 y 4.1.1.2. del artículo 4º señala que la Dirección de Afiliaciones con funciones Asignadas de Gerencia de Administración de Información es la encargada, entre otros, de “4.1.1.1. Ejecutar el proceso de atención al afiliado, novedades y solicitudes de traslado, facilitando la retroalimentación de requisitos y necesidades del afiliado para la actualización y corrección de sus semanas de Cotización y que permita medir la satisfacción del mismo” y “4.1.1.2. Determinar las actividades para la expedición de los reportes de historias laborales.” 
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